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editorial------------. 

Las paradojas del 
11proceso democrático" 

Las últimas semanas han sido escenario de varios acontecimientos 
graves: la masacre de El Zapote, la destrucción del Diario Latino, el 
nuevo entrampamiento del proceso de diálogo, etc. 

Significativamente, todos estos hechos han ocurrido apenas la Ad­
ministración Bush decidió descongelar la ayuda militar al ejército sai.ta­
doreño, que el Congreso había mandado retener. Con ello, ciertamente, 
la Administración Bush ha enviado "señales" claras a El Salvador, pero 
en direcciones contrapuestas a las pretendidas. La restitución de la 
ayuda, lejos de enviar al FMLN una "señal" del compromiso norteame­
ricano con la democracia en EJ Salvador, ha sido interpretada por el 
gobierno y el ejército salvadoreños como la "señal" de que cualquier 
masacre -sea de jesuitas o de campesinos- es preferible antes que 
el entronizamiento del FMLN en el poder. El resultado inmediato de esa 
política está a la vista. 

Así lo muestran las úllimas rondas de conversaciones privadas 
entre el gobierno y el FMLN, realizadas en México el 3-5 de enero y 1-2 
de lebrero, y en Costa Rica el 19-20 de lebrero, en las cuales el go­
bierno ha rechazado cerrilmente todas las propuestas que se le han 
presentado para facilitar el cese de luego, siguiendo las objeciones 
contra el trabajo de mediación de la ONU, que el New York Times di­
fundiera a comienzos de febrero, recogidas presuntamente del subse­
cretario de Estado norteamericano para asuntos interamericanos, Ber­
nard Aronson. 

Asi lo ha mostrado también la captura de los 17 corresponsales que 
regresaban el 2 de febrero de Perquín (Morazán), a manos del Desta­
camento Militar Nª 4, por órdenes del coronel Osear León Linares (en 
cuyo currlculum figura la masacre de Las Hojas, cuando tenla el grado 
de mayor; el cargo de responsable del batallón Atlacatl cuando los co­
mandos de esta unidad perpetraron la masacre de la UCA; y nume­
rosos incidentes de represión contra los pobladores de la comunidad 
Segundo Montes). Así lo confirmó, apenas una semana después del 
incidente de Perquín, el atentado incendiario contra el Diario Latino, del 
cual el jefe de redacción del vespertino responsabilizó a "los mismos 
que incendiaron Diario Latino hace años, los mismos que dinamitaron la 
YSAX y los mismos que se oponen a la verdad"; mientras que su di­
rector acusó, sin ambages, al gobierno y a la Fuerza Armada. Asl lo han 
corroborado, igualmente, la masacre de El Zapote; los hostigamientos 
de la Fuerza Armada contra la actividad proselitista de la oposición; las 
acusaciones del secretario particular de la Presidencia, Dr. José Fran­
cisco Guerrero, contra todos los sectores independientes y de opo­
sición, calificándolos en bloque como "fachada" del FMLN, etc., etc. 
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.------------- editorial 
Tan preocupante como la materialidad de todos estos hechos es la 

actitud gubernamental frente a los mismos. Con relación a la detención 
de los periodistas en Morazán, el gobierno no vaciló en justificar el 
arbilrario e ilegal proceder de León Linares aduciendo que "se vio en la 
obligación de decomisar todo el material lolográfioo, televisivo y perio­
dístico (pero] sin que esto signifique, en ningún momenlo, coartar la li­
bertad de prensa". Sobre el incendio criminal del Diario Latino, el can­
ciller Pacas Castro llegó a afirmar que el mismo "no consllluye un aten­
tado contra la libertad de expresión", mientras que al alcalde de San 
Salvador y presidente de ARENA, Dr. Armando Calderón Sol. le pare­
cieron totalmente "naturales" las declaraciones de sus correligionarios y 
diputados Gloria Salguero Gross y Raúl Somoza AHaro, quienes afir­
maron que el incendio del diario probablemente constituía un "aulo­
atentado". La "prudencia" gubernamental para abstenerse de hacer in­
culpaciones en ninguno de estos casos es verdaderamente curiosa. El 
Presidente Cristiani enfatizó, tanto en el caso de El Zapote como en el 
del Latino, que era irresponsable hacer señalamientos de ningún tipo 
antes de que concluyeran las investigaciones, pero no tuvo empacho en 
negar a priori que la Fuerza Armada estuviera involucrada en dichos 
hechos. Por lo demás, no se le ha oído calificar como "irresponsablesn 
las declaraciones de sus diputados sobre el presunto auto-alentado que 
destruyó el Diario Latino. 

Si la democracia ha de juzgarse por los hechos más que por las 
odas a las elecciones, pareciera que el gobierno no es tan democrático 
como pretende presentarse, ni el FMLN tan antidemocrático como quie• 
re hacer creerlo la propaganda gubernamental. Mientras el FMLN de­
vuelve los misiles al ejército nicaragüense, la Administración Bush des­
congela la ayuda militar para la Fuerza Armada salvadoreña y le envía 
más aviones y helicópteros. Mientras el FMLN brinda a la prensa todas 
las facilidades para desplazarse por las zonas bajo su control, el ejército 
salvadoreño captura a los corresponsales, y sectores amparados en la 
impunidad de la Fuerza Armada sabotean el Diario Latino. Mientras el 
FMLN reconoce abiertamente la responsabilidad de dos de sus com­
batientes en el asesinato de los militares ncirteamericanos y anuncia 
que los mismos serán sometidos a un juicio público, transparente e im­
parcial, el gobierno monta una farsa judicial y emprende una campaña 
propagandlstica para encubrir la responsabilidad de la Fuerza Armada 
en la masacre de El Zapote. Mientras el FMLN flexibiliza sus posiciones 
en la mesa de negociaciones para facilitar la adopción de acuerdos que 
conduzcan al cese de fuego, el gobierno endurece su postura, envalen­
tonado por el renovado respaldo político y militar de Estados Unidos. 
Mientras el FMLN se abre a la posibilidad de hacer de las elecciones un 
instrumento para la paz, el partido ARENA, la Fuerza Armada, y grupos 
paramilitares al servicio de ambos, emprenden una campaña sistemá­
tica de hostigamiento para sacar del juego electoral a la izquierda no 
armada. Son las paradojas de la "democracia" salvadoreña. 
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resumen semanal __________ _ 

ELECCIONES: El representan­
te del PDC ante el CCE, lng. Ri­
cardo Perdomo, informó que, al 
vencimiento del plazo para ins­
cribir planillas de candidatos a 
alcaldes y diputados, el 14.02, 
ARENA, el PDC, la Convergen­
cia Democrática, el PCN y el 
MAC presentaron planillas en 
los 14 departamentos. La UDN 
presentó candidatos en 1 , de­
partamentos (no en Morazán, 
Chalatenango ni en La Unión); 
mientras que AD lo hizo sólo en 
5: San Salvador, Cuscallán, La 
Paz. Usulután y Santa Ana. To­
dos los partidos inscribieron 
candidatos para la "plancha na­
cional" y para la planilla del par­
lamenlo centroamericano. Por 
otra parte, el lng. Perdomo in­
formó que el registro electoral 
quedó completo con 2,581,869 
ciudadanos, de los cuales 
2,060,000 están carnetizados. 

OBSERVADORES: El 18.02 
arribó al país una delegación de 
observadores del Instituto de In­
vestigación para el Votante del 
Suroeste de los Estados Unidos 
(SVRI), organización no lucra­
tiva, apolltica y estatutariamente 
facuHada para dirigir investiga­
ciones que puedan ser utiliza­
das para mejorar la participa­
ción polltica de las comunida­
des latinas en los Estados Uni­
dos. A través de su Proyecto La­
tinoamericano, desde 1986 el 
SVRI ha organizado 12 misio­
nes de consuha y veri1icación 
electoral en Méxioo. Perú. Nica­
ragua, Costa Rica, Chile y Hon­
duras. 

Las críticas de 
Estados Unidos 

a la mediación de la ONU 

En su edición del 1 de lebrero recién pasado, el New 
York Times (Clilford Krauss, U.N. Alde Assalled In Sal­
vadoran Talks) recogía declaraciones de altos lunciona­
rios de la Administración Bush. según los cuales en el De­
partamento de Estado prevalecerla la impresión de que el 
mediador de la ONU en el procoso de diálogo en El Sal­
vador. Alvaro De Soto, no tendría una clara estralegia de 
hacia dónde conducir las negociaciones ni cómo finalizar 
la guerra. De acuerdo a las declaraciones, atribuidas en 
su mayor parte al secretario de Estado adjunlo para asun­
tos interamericanos, Bernard Aronson, De Soto se habria 
plegado con frecuencia a "las tácticas dilatorias de la gua­
rrilla", como lo ejempliíicaba, enlre otros datos, el hecho 
de haber aceptado que se violara la fecha del 15 de sep­
tiembre de 1989 como plazo para acordar un cese de fue­
go, lal como presunlamente lo deseaban los sectores 
guerrerislas del FMLN. 

Las crílicas a De Solo causaron bastante estupor en 
diversos círculos polílicos, tanto en Washíngton como en 
la sede de la ONU, debido a que, hasta ese momento, la 
Administración Bush había estado manejando, al igual 
que el resto de la comunidad internacional, un discurso 
oficial de apoyo a la mediación da la ONU en el conflicto 
salvadoreño. 

Apoyo lnternaclonal a la mediación de la ONU 
En electo. Estados Unidos parecía bastanle satisle­

cho con el curso del proceso de negociación entre el 
gobierno de Cristiani y el FMLN. En buena medida, esa 
salisfacción derivaba de la actHud aparentemente más 
conciliatoria que la Unión Soviélica , como otro efecto se­
cundario de la perestrolka, estaba adoptando frenle al 
conflicto salvadoreño (Proceso 457, pp. 11-12). Especlfi­
camenle, ambas superpotencias parecían coincidir en la 
apreciación de que la ONU estaba conduciendo con bas­
tante buen tino las negociaciones. 

En aval de ello, el viceministro de asuntos exteriores 
de la URSS, Víctor Kompletkov, expresaba, en una enlre­
vista concedida a IPS a comienzos de enero, que "ac­
tualmente mantenemos relaciones con el gobierno salva­
doreño a nivel oficial y contactos con el FMLN, porque 
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resumen semanal ---------------------

creemos que esto puede ex>nducir, a través de una media­
ción, a una solución negociada". 

El 4 de enero, el Secretario de Estado norteameri­
cano, James Baker, y el canciller soviético, Eduard She­
vardnaze, habían entregado a Pérez de Cuéllar una carta 
en la cual le reiteraban su apoyo a su gestión mediadora 
en el proceso de negociación "según los acuerdos de 
Ginebra y de Caracas", a la vez que externaban su deseo 
de que se "garanticen los legitimas intereses de todos los 
sectores políticos en El Salvador, que se den las condi­
ciones para su participación en las elecciones, y también 
que la ONU supervise y observe esas elecciones". El 7 
de enero, Baker calificó como "algo alentador" el resulta­
do de la ronda de diálogo realizada en México entre el 3 y 
5 de enero, alirmando, de paso, que la Administración 
Bush esperaba la firma de un cese de luego para las elec­
ciones. 

La mediación de la ONU había recibido también el res­
paldo reciente de los propios mandatarios centroame­
ricanos, quienes, junto al Presidente Salinas de Gortari, 
reiteraron el 12 de enero, al concluir la cumbre de Tuxtla 
Gutiérrez, su respaldo al papel mediador de la ONU, así 
como al diálogo entre el gobierno y el FMLN como método 
para alcanzar la paz. Significativamente, a diferencia de lo 
ocurrido en la cumbre de Puntarenas, en Tuxtla no surgió 
ninguna condena al FMLN, por más que el Presidente 
Cristiani puso la nota discordante en el encuentro tra­
tando de forzar una resolución en tal sentido, como sí lo 
logró en Puntarenas. (En cambio, la asamblea de barrios 
de la ciudad de México, que agrupa a decenas de miles 
de activistas de centros vecinales y agrupaciones popu­
lares de lamento , difundió un comunicado repudiando la 
presencia de Cristiani en territorio mexicano). 

Incluso el propio Bush, al comunicar al Congreso, el 
16 de enero, su decisión de restablecer la ayuda militar al 
ejército salvadoreño, indicó que la entrega de los fondos 
estarla suspendida por 60 días, para "dar a las negocia­
ciones de paz bajo la mediación de la ONU toda opor­
tunidad posible de éxito ... Si el FMLN adopta un enloque 
serio y constructivo hacia las pláticas de paz, de manera 
que resuhen en una solución política y un cese de luego 
supervisado por la ONU dentro de los próximos 60 días, 
no será necesaria la entrega de estos londos para la 
defensa de la seguridad de El Salvador". 

Optimismo del mediador 
El propio Alvaro de Soto era el primero en evaluar con 
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ZAMORA: En declaraciones 
ofrecidas el 08.02 (ACAN-EFE, 
San Salvador), el secretario ge­
neral del Movimiento Popular 
Social Cristiano (MPSC), Dr. 
Rubén Zamora, opinó que los 
comicios del 1 O de marzo "serán 
unas elecciones en guerra y 
probablemente a lo que pode­
mos aspirar es a que haya una 
forma de tregua para el día de 
las votaciones", aun cuando la 
posición del FMLN "está modi­
ficándose, está siendo cada vez 
una posición menos anti-electo­
ral, dejando que los partidos po­
líticos las hagan, aunque no las 
apoya". Según el Dr. Zamora, 
"unos 30 municipios están bajo 
control de la guerrilla, pero hay 
pocos habitantes, así como en 
otros 30 o 40 municipios donde 
la gente es poca y no tiene car­
net electoral...el baile electoral 
está en otra parte. Realmente 
se estarla hablando de 200 mu­
nicipios para las elecciones y 
con tener candidatos en 100 ya 
se cubre más del 70 por ciento 
de la población votante•. Por 
otra parte, comparó las condi­
ciones en que compite la Con­
vergencia Democrática con las 
que alrontó el PDC en la década 
de los setenla, "con dificultades, 
algunas amenazas a correligio­
narios, atentados con Ira locales, 
pero ahora tenemos menos de­
tenidos•. 
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DIFAMACION: En su edición 
del 14.02, El Diario de Hoy pu­
blicó una nota dilamatoria bajo 
el tllulo "Vinculan Tutela Legal, 
UNTS y Debatistas con Sub­
versivos", sobre la base de un 
organigrama de la "subversión" 
presuntamente dilundido por 
MIPLAN. Ese mismo día, la ti­
tular de esta cartera, Licda. Mir­
na Liévano de Márquez, des­
mintió el carácter olicial de tal 
publicación, explicando que, 
hechas las averiguaciones del 
caso, se determinó que dicho 
"organigrama" fue difundido por 
un empleado de Mf PLAN a título 
personal, por lo cual lue desti­
tuido inmediatamente. 

INFUNDIO: El 07.02, la vocero 
del Departamento de Estado, 
Margare! Tutwiler, acusó a la di­
rectora de Tutela Legal, licda. 
María Julia Hernández. de 
haber calilicado de "muerte pia­
dosa" el asesinato de los mili­
tares norteamericanos en Lolo­
tique. El 12.02, al presentarse a 
declarar al Juzgado 9g de lo Pe­
nal sobre el caso, la Licda. Her­
nández alirmó que el hecho fue 
un "crimen de guerra y una gra­
ve violación de los derechos hu­
manos", a la vez que exigió al 
Departamento de Estado retrac­
tarse de sus acusaciones. "Lo 
cierto -explicó- es que los 
guerrileros 'Porfirio' y 'Domín­
guez', a quienes se acusa del 
crimen, me dijeron que en la 
guerrilla se les dice que a veces 
es preferible dar muerte a quian 
está sufriendo, pero eso lo dicen 
ellos, no nosotros". 

optimismo el curso del proceso de negociación. En un 
artículo personal aparecido en el Wall Streel Journal del 
11 de enero, De Soto afirmaba: "Yo puedo informar (sin 
violar la conlidencialidad) que las pláticas están sobre rie­
les y están avanzando rápido, aunque de manera callada, 
sin mucha publicidad, como conviene para negociaciones 
serias. Yo no tengo ninguna duda de que este esfuerzo 
puede tener éxito". A nivel más específico, De Solo aña­
día que "el trabajo está haciendo progresos en cuestiones 
críticas, como la desmilitarización de la sociedad y la 
reforma de la Fuerza Armada, donde las posiciones que 
han tomado las dos partes son muy distantes, pero donde 
en los últimos 8 meses de trabajo diplomático se han 
sentado muchas bases ... Lógicamente, no es probable 
que un cese de fuego vaya a producirse sin acuerdos 
sobre cambios prolundos en El Salvador. Pero un acuerdo 
de este tipo ahora es posible". Algunos días después, el 1 
de lebrero, De Soto anunciaba que "es probable que en 
un par de semanas sea posible el envío de una comisión 
técnica de Naciones Unidas que evaluará las necesidades 
personales y de infraestructura para la verificación de los 
derechos humanos" en El Salvador. 

También el gobierno salvadoreño, por su parte, decia 
que todo marchaba bien. El 12 de enero, con ocasión de 
la visita del Presidente Carlos Andrés Pérez, Cristiani ma­
nifestó que "existen condiciones para llegar a una solución 
a través de la negociación con la intermediación del Se­
cretario General de la ONU y los amigos del proceso, 
entre los que se cuenta con Venezuela". Un día después, 
el vocero de la comisión gubernamental de diálogo, Dr. 
Osear Santamaria, aseguró que la nueva mecánica de 
reuniones secretas con el FMLN estaba creando "un mar­
co de aproximaciones que nos hacen pensar que un 
acuerdo puede estar muy cerca". Diez días más tarde, 
Santamaria anunció que en las próximas semanas podrla 
suscribirse el acuerdo político para el cese de hostilida­
des. 

Las intempestivas criticas del Departamento de Es­
tado (¿Aronson?) a la mediación de la ONU desentonaron 
agudamente en este concierto de optimismo. 

Reacción a las criticas 
Inmediatamente, el Secretario General de la ONU, 

Javier Pérez de Cuéllar, se mostró "perturbado" por las 
críticas, aun cuando el representante norteamericano an­
te la ONU, Thomas Pickering (ex-embajador ante el go­
bierno salvadoreño), se apresuró a explicarle que las mis-
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mas no reflejaban la posición oficial de la Administración 
Bush. Pocos dlas después, el propio secretario de Estado, 
James Baker, las calificó como "desafortunadas en extre­
mow, al tiempo que reiteró el apoyo norteamericano a "los 
esfuerzos de mediación perseguidos por el Secretario Ge­
neral y esperamos que se mantendrá comprometido como 
para gastar todo el tiempo posible que pueda en este im­
portante esluerzow. 

En realidad, las críticas reseñadas por el New York 
Times eran previsibles, si se considera la lógica con que 
las úl1imas adminis1raciones republicanas han procedido 
!rente al problema salvadoreño. También eran previsibles 
a la vista del paulatino endurecimiento del gobierno sal­
vadoreño en la mesa de negociaciones, luego de que la 
Administración Bush adelantara el desembolso del 50 por 
ciento de la ayuda militar y anunciara su intención de des­
congelar el 50 por ciento reslanle. De hecho, en el artículo 
mencionado, el periodista del Times recogía también 
declaraciones de un alto funcionario salvadoreño, según 
el cual el mediador de la ONU De Solo a veces no se daba 
cuenta de las "tácticas hipócritas" del FMLN para atascar 
el proceso. 

Tras los desmentidos de Pickering y del propio Baker, 
la tormenta pareció amainar. La Administración Bush y el 
gobierno salvadoreño se han percatado de que no es una 
buena táctica confrontar abiertamente la mediación de la 
ONU -para Bush, sobre todo, sería muy imprudente 
hacarlo cuando el Consejo de Seguridad ha dado su aval 
para el uso de la fuerza contra lrak- y han oplado de 
momento por aparentar que el proceso de negociación 
marcha a toda vela, achacando todo entorpecimiento del 
mismo al FMLN. Esa ha sido, en electo, la posición oficial 
del gobierno salvadoreño ante las últimas rondas de 
negociación, la del 3-5 de enero y la del 1-2 de lebrero, 
ambas en México. Tras esta última, el Dr. Santamarla rei­
teró, el 11 de febrero, que ·es probable que las aproxi­
maciones finales que andábamos buscando sobre los 
puntos diflciles, se logren en estos días, y es casi seguro 
de que, si no es antes de las elecciones, sería poco des­
pués de las mismas". 

La realidad de las negociaciones, sin embargo, parece 
ser muy olra, debido a que la actitud efectiva de la Admi­
nistración Bush ante el proceso estaría más cerca de las 
declaraciones que ¿Aronson? no pudo reprimir ante el 
New York Times, que del respaldo verbal, inleresado y 
meramente diplomático, de Pickering y Bakar a la me­
diación de la ONU. 
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EL ZAPOTE: El 14.02, el juez 
de paz de Ayutuxtepeque, Lic. 
José Miguel Valdez lraheta, 
informó que había decrelado un 
au\o de de\ención provisional 
contra los ex-soldados de la 
Primera Brigada de Infantería, 
Rafael Antonio De Paz Vanegas 
y Armando De Paz Vanegas, y 
contra el ex-defensa civil Jesús 
Vanegas Alvarenga, involucra­
dos en la masacre de El Zapote, 
según las pesquisas de la Co­
misión Investigadora de Hechos 
Delictivos. El 18.02, el juez pre­
sentó a la prensa a Natividad 
Vásquez y María Crislina Vás­
quez, quienes confesaron haber 
guiado a los asesinos, obliga­
das por éstos, hasta las casas 
de las victimas. El funcionario 
opinó que la conlesión de am­
bas mujeres ''fue evidentemente 
espontánea", a la vez que ase­
guró estar convencido de la ve­
racidad de las investigaciones 
de la Comisión. Asimismo, indi­
có que también está implicado 
el civil Osear Ortiz Hernández, 
quien, según las mujeres, las 
llevó hasta el lugar de la ma­
sacre. Por otra parte, el 14.02, 
el Lic. Valdez urgió al Ministerio 
de Defensa para que le fueran 
enviados los libros de patrullaje 
y servicios de la Primera Briga­
da, los cuales fueron solicitados 
por la Fiscalía desde el 24 de 
enero, y prometidos por el Mi­
nistro de Defensa, general René 
Emilio Ponce, el 6 de iebrero. 
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Las oportunidades de los pobres 

Uno de los objetivos de las medidas de 
política económica del actual gobierno es la 
erradicación de la pobreza. Sin embargo. de 
cara a las actuales tendencias de precios y 
niveles de empleo, no parece que aquéllas 
estén arrojando los resultados desaados. El 
mayor problema parece ser el haber limitado 
la política contra la pobreza a la implemen­
tación de medidas compensatorias de sello 
asistencialista. A despecho del descollante 
desempeño de la actividad económica que el 
gobierno asegura haber inducido en el año 
recién pasado, la situación de las grandes 
mayorías no ha experimentado una mejoría; 
por el contrario, la contrapartida del creci­
miento económico ha sido un sensible dete­
rioro de las condiciones de vida de las gran­
des mayorías, tanto por el aceleramiento del 
proceso inflacionario como por la insuficiente 
creación de empleo urbano experimentados. 

Las medidas tendientes a promover las 
oportunidades económicas para los pobres 
no han estado ausentes de la política econó­
mica del gobierno, pero han sido insulicien­
tes para paliar los efectos del proceso de 
ajuste estructural sobre este grupo poblacio­
nal. Poco se ha logrado para fomentar un tipo 
de crecimiento que aumente el uso eficiente 
de los bienes de los pobres -es decir, su 
fuerza de trabajo, y parcelas de tierra-, 
mientras que, en lo tocante al acceso de los 
pobres al crédito y a la tierra persisten algu­
nos elementos que podrían ensombrecer las 
perspectivas de incorporar a los pobres a los 
beneficios del crecimiento económico. 

El uso erlelenia da los bienes de los po­
bres 

Aceptando la hipótesis de que para lograr 
un uso eficiente de los bienes de los pobres 
as necesario promover el desarrollo rural y el 
empleo urbano. puede decirse que en este 
campo los logros del gobierno han sido ma-
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gros. De acuerdo a datos oficiales, en el sec­
tor agrícola se ha logrado incrementar la pro­
ducción de granos básicos ~xceptuando el 
arroz- y productos de exportación durante 
el último año (ver cuadro NQ 1 ), lo cual, de 
acuerdo a luentes oficiales, habrla generado 
un incremento en el número de jornales y de 
niveles salariales agrícolas. 

En cambio, la evolución del empleo 
urbano no habría sido tan alortunada. De 
acuerdo a cifras oliciales, puede afirmarse 
que la tasa de desempleo ha aumentado, 
mientras que la de subempleo, si bien ha 
disminuido, continúa ubicada en altos niveles 
(ver cuadro NQ 2). 

la situación imperante en el campo ven­
dría en abono de la afirmación del gobierno 
sobre una presunta reactivación de la eco­
nomía agrícola y una disminución de la po­
breza. las causales de la reactivación rela­
tiva de la actividad económica en el campo, 
de acuerdo a fuentes oliciales, serían pro­
ducto de la política liberal del gobierno así 
como del mayor apoyo estatal a la pro­
ducción agrícola, y de la disminución de la 
participación del Estado en la economía. Un 
punto relevante es la política seguida en lo 
relerente a la reforma agraria, en la cual 
destaca la tendencia a acelerar la entrega de 
títulos de propiedad a los beneficiarios. Sin 
embargo, esto que, en principio, podría re­
dundar en una mejor utilización de la tierra, 
como producto de la incorporación de inno­
vaciones tecnológicas, alentada por la se­
guridad jurídica adquirida por los propieta­
rios, en la práctica, como ha ocurrido en mu­
chos otros países donde se han aplicado 
recetas neoliberales similares en la distribu­
ción de la tierra, empezaría a revertirse en un 
proceso de reconcentración de la propiedad 
agrícola, a menos que se dé un decidido 
apoyo estatal al acceso de los beneficiarios a 
la adquisición de las innovaciones, así como 
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al desarrollo de la inlraestruclura necesaria. 
El acceso al crédito es un factor sumamente 
importante a considerar para lograr una elec­
tiva reducción de la pobreza por la vía del 
tomento del desarrolo rural. 

De momento, los efectos de las medidas 
mencionadas estarían resumidos en un in• 
cremento de la actividad económica en el 
campo, la cual se relleja en un Indice de Vo­
lumen de la Actividad Económica en dicho 
sector de 4.71 por ciento; sin embargo, aún 
ralla por constatar cuál ha sido el efecto de la 
gestión económica del gobierno sobre las 
condiciones de vida da la población rural, so­
bre todo de cara al deterioro del poder ad­
quisitivo del colón experimentada durante los 
últimos meses. 

El primer paso para lograr una electiva 
reducción de la pobreza es el fomento de la 
aclividad agrícola, que, al parecer, ya está 
mostrando sus primeros albores. El segundo 
paso consistiría en potenciar el crecimiento 

resumen semanal 

del empleo urbano. La consecución de este 
objetivo podría ser coadyuvada por el incre­
mento del poder adquisitivo agrícola, pues 
esto conlleva un aumento de la demanda de 
bienes de consumo y servicios, lo cual provo­
caría una mayor demanda de mano de obra 
industrial y de la rama de servicios, aun 
cuando la economía salvadoreña sea muy 
poco integrada. 

Empero, la mejor forma de incidir sobre el 
empleo urbano es mediante políticas que 
afecten positivamente la demanda de mano 
de obra. Probablemente, es en este marco 
que se está anunciando la disminución pro­
gresiva de Jas protecciones arancelarias de 
la industria, sobre el supuesto de que tal pro­
gresividad conduciría a una utilizacíón ali­
ciente de los recursos. Sin embargo, una po­
lítica de este tipo en economías poco artícu• 
ladas como la salvadoreña conlleva más cos­
tos qua benelicios, pues lanzará a la indus­
tria salvadoreña a competir en condiciones 

CUADRO NQ1 
PRODUCCION DE LOS PRINCIPALES CULTIVOS DE EXPORTACION 

Y GRANOS BASICOS 
(En millones da Quintales) 

Cultivos 1989-1990 1990-1991 Indice de 
Producción Producción crecimiento 

Cuhiv~s de exportación 
Café 3.4 3.7 e.e 
Azúcar 3 .0 3.8 26.6 
Algodón 0.1 º· O.O 

Granos Básicos 18.4 19.6 6.5 
Malz 12.8 13.4 4.6 
Frijol 1.0 1.3 30.0 
Arroz , .4 , .3 -7.1 
Maicillo 3.2 3.6 12.5 

Fuente: MAG. Direa:ión General de Economía Agropecuaria. GAES/MIPLAN . 
Tomado de: GAES/MIPLAN. Evolución Económica y Social, Informe Trimestral NR 3. Enero­
septiembre 1990. 
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resumen semanal ___________ _ 

desventajosas oon países más industrializa­
dos y de productividad superior, lo cual pro­
vocará la quiebra de algunas empresas y la 
disminución de la actividad de otras. Conse­
cuentemente, aumentará el desempleo ur­
bano y, con él, los niveles de pobreza. 

Como hemos señalado en repetidas oca­
siones, una política tendiente a reducir lapo­
breza pasa necesariamente por una trans­
formación de la estructura productiva y ocu­
pacional (Ver Procesos 445, 450 y 458). La 
simple adopción de una "recela" económica 
no garantiza la reducción efectiva de la po­
breza, ya que las realidades económicas di­
fieren de país a país. 

De momento, los niveles de empleo ur­
bano no parecen haber experimentado me­
jorfa alguna. De acuerdo a datos de MI PLAN, 
la lasa de desempleo ha aumentado (ver 
cuadro N~ 2), al igual que el número de ce­
santes y ocupados en el sector informal (Pro­
ceso 457). Adicionalmente, se ha producido 
una redistribución del ingreso desfavorable 
para los sectores con menores niveles de in­
gresos (lbld.) . 

El acceso a la tierra y al ctédllo 
Como señalamos más arriba, oon la lle­

gada de ARENA al poder ejecutivo se ha 
acelerado la entrega de títulos de propiedad 
a los beneficiarios del proceso de reforma 
agraria. Por otra parte, ha sido creado el 
Banco de Tierras, con la linalidad de propor­
cionar recursos crediticios para que más fa­
milias campesinas adquieran sus propias 
parcelas. La asignación de lílulos de pro­
piedad a los campesinos podría redundar en 
una mejor utilización de las tierras, aunque 
ello está supeditado a un adecuado apoyo 
crediticio, lo cual aún no se vislumbra con 
claridad, dada la actual reprivatización del 
sistema bancario en que se ha enfrascado el 
gobierno. 

En cuanto al acceso de los pobres al cré­
dito, puede decirse que es un objetivo para 
cuya consecución se han tomado modestas 
medidas. La única que podría tener alguna 
potencialidad en tal sentido -si el gobierno 
no la manipula con fines políticos- es la 
creación del Banco de los Trabajadores, e 
incluso ésta constituye una medida paliativa 

CUADRO Nº2 
TASAS DE SUBEMPLEO Y DESEMPLEO URBANOS POR REGIONES 

AliJOS 1988-1990 

Tasa de subempleo Tasa de desempleo 
1988 1990 1988 1990 

Total Urbano 50.0 48.9 9.4 10.0 

Area Melropolilana 43.9 30.6 7.7 10.2 
Región Occidental 55.4 67.1 9.3 6.5 
Región Central 56.8 65.4 10.5 12.4 
Región Paracentral 58.3 67.8 12.2 12.0 
Región Oriental 53.7 63.3 12.8 9.5 

Fuente: Encuesta de Hogares/MIPLAN. 
Tomado de : GAES/MIPLAN. Evolución Económica y Social. lnlorme Trimestral N83. Enero­
septiembre 1990. 
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que dillcilrnente hará llegar recursos a aque­
llos sectores ubicados bajo la línea de po­
breza extrema. 

En el caso de El Salvador, hay que tornar 
en cuenta la existencia de un sistema cre­
diticio dual, en el cual coexisten un sector for­
mal y uno informal. Por ello, es recomenda­
ble vincular ambos sectores en orden a pro­
piciar una asignación crediticia más amplia 
que haga circular recursos hacia los sectores 
más necesitados. Ello sería posible si se 
aprovecharan los criterios de asignación del 
sector inlormal, regidos por una agilidad que 
se debe al mayor conocimiento de su clien­
tela. 

Por otra parte, siempre en orden a una 
mayor asignación de créditos a los pobres, 
es recomendable también su asignación a 
colectividades, tanto para superar los posi­
bles óbices de la asignación crediticia a gru­
pos de bajos ingresos, como para potenciar 
el desarrollo de comunidades pobres. 
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resumen semanal 

Crecimiento y reducción de la pobreza 
El proceso de crecimiento económico 

que ha inducido el actual gobierno puede ser 
aprovechado para propiciar una disminución 
de la pobreza. En este contexto, es necesa­
rio fomentar el desarrollo rural y el empleo 
urbano, además de promover el acceso de 
los pobres a la tierra y créditos. Para lograrlo, 
es menester ser consecuente con la realidad 
específica del país. No se debe lratar de 
adoptar ciegamenle medidas de polltica eco­
nómica recomendadas por organismos 
inlernacionales, pues ello podría acarrear 
más costos que benelicios. 

Por otra parte, debe considerarse que 
para reducir la pobreza es importante la eje­
cución de obras de inlraestructura, tanto por­
que ello contribuye a generar más empleos 
como porque propicia mejorías en las con­
diciones de vida, lo cual contribuye a reducir 
la pobreza. 
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Memorandum sobre el caso de la UCA (1) 

El presanle documento constituye una traducción del memorandum que Jlm Mc­
Govern Y B111 Woodward, aalslentes del congresista Joe Moakley, le presenlaron a éste 
el 7 de enero de 1991, Informándole sobre su úlllmo viaje a El Salvador y el estado de 
las Investigaciones BObre la masacre de la UCA. 

Llegamos a El Salvador el sábado 8 de 
diciembre, y partimos el jueves 13 de diciem­
bre. Nos reunimos con las siguientes per­
sonas, entre airas: el embajador William Wal­
ker y otros funcionarios de la embajada; Er­
nesto Altschul, Minislro de la Presidencia en 
funciones; Dr. Mauricio Gutiérrez Caslro, 
presidente de la Corte Suprema de Justicia; 
altos funcionarios de la olicina del Dr. Ro­
berto Mendoza, Fiscal General; el Juez 4' c'e 
lo Penal, Dr. Ricardo Zamora; el P. Pedro Ar­
mada, de la Universidad Cenlroamericana 
(UCA); y el teniente coronel Manuel Rivas, 
direclor de la Unidad Especial fnvestigaliva 
{UEI). 

Aunque tuvimos conversaciones acerca 
de una amplia variedad de asuntos duranle 
nuestro viaje, este informe se limita al estado 
de la investigación del asesinato rometido en 
la UCA {caso jesu~as) el 16 de noviembre de 
1989. 

Resumen 
La valoración que mejor sinletiza el es­

tado actual del caso fue dada por un funcio­
nario del gobierno salvadoreño, quien nos di­
jo que "la Fuerza Armada escribió el primer 
acto del caso jesuitas al asesinar a los sa­
cerdotes; hoy están escribiendo el último ac­
to al controlar la invesligación". 

A dnerencia de nuestros viajes anterio­
res, después de éste quedamos más con­
vencidos sobre la posibilidad de que el coro­
nel Benavides, asf como los otros acusados 
del asesinato, puedan ser condenados por el 
crimen; sin embargo, también creemos más 
profundamente que nunca que el Alto Mando 
de la Fuerza Armada ha logrado limilar el 
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alcance de la investigación, y que ha prote­
gido a ciertos oficiales ante la posibilidad de 
ser enjuiciados. Y seguimos considerando 
seriamente la posibilidad de que el asesinato 
haya sido ordenado por altos oficiales mili­
tares que aún no han sido acusados en el 
caso. 

La Fuerza Armada salvadoreña se ha de­
mostrado tan renuente a colaborar en el es­
clarecimiento de este caso que la Adminis­
tración Bush dio una orden secreta de dis­
minuir el flujo de la ayuda milrtar a El Sal­
vador a partir de agosto pasado. Esta si­
tuación continuó hasta noviembre, cuando el 
resurgimiento de la aclividad militar por parte 
del FMLN provocó el restablecimiento de los 
niveles normales de ayuda. 

Aunque el Juez Zamora ha actuado con 
valenlÍa y responsabilidad en la conducc:ión 
de la investigación, el presidente Cristiani ha 
demostrado, o poca voluntad o poca capa­
cidad de cambiar la actrtud de los milrtares, y 
el Fiscal General no ha lorzado una inves­
tigación de la conducta de los altos jefes 
militares. Como resultado de esto, los limrtes 
de una indagación seria han sido estrecha­
mente controlados, y cualquier esluerzo por 
ampliar el círculo de sospechosos ha sido 
frenado por medio del perjurio, amnesia, 
obstaculización o silencio por parte de la 
Fuerza Armada. 

Una de las personas que entrevistamos 
comparó la competencia entre la Fuerza 
Armada de El Salvador {FAES) y el sistema 
judicial salvadoreño con un partido de bás­
quetbol entre los campeones de la liga uni­
versitaria y un equipo de secundaria: nadie 
se pregunta quién ganará, sólo por cuántos 
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puntos ganará. Por esta razón, luncionarios 
tanto salvadoreños como estadounidenses 
que conocen la investigación enfatizan la 
necesidad de que sigan las presiones exter­
nas en el caso jesuitas: presiones que ga­
ranticen la honestidad del juicio; y presiones 
para conseguir mayor inlormación sobre 
quién ordenó el asesinato, quién lo planificó, 
y quién pretendió limitar la investigación de 
los hechos. 

En este sentido, recomendamos que se 
continúen los esluerzos por encontrar res­
pueslas a las preguntas que aún no tienen 
contestación satislactoria en el caso. Cree­
mos que existen personas en El Salvador -
especialmente dentro de la FAES- que 
tienen información importanle en el caso, 
pero quienes no se han presentado debido al 
temor, lealtad equivocada o faha de confian­
za de que se tomen medidas efectivas en 
base a la información proporcionada. Cree­
mos que únicamente el presidente Cristiani 
tiene la suficienle autoridad, poder y respeto 
para persuadir a estos individuos a presen­
tarse. y para garantizar la seguridad personal 
de los que lo hagan. Esperamos que Estados 
Unidos trabaje con el presidente hacia este 
fin. 

A. El estado del caso. 
El 7 de diciembre, el Juez Zamora anun­

ció su decisión de elevar el caso a plenario. 
Los nueve militares detenidos en un prin­
cipio, incluyendo al Cnel. Benavides, lueron 
acusados de homicidio; ocho de los nueve 
lueron acusados de actos de terrorismo; y el 
Cnel. Benavides junto con tres tenientes fue­
ron acusados de conspiración para cometer 
actos de terrorismo. Por otra parte, el Tte. 
Cnel. Camilo Hernández y el Tte. Yusshy 
Mendoza fueron acusados de encubrimiento 
real (al haber incendiado los libros de registro 
conteniendo información sobre la llegada y 
salida de vehlculos de fa Escuela Militar). 

Nos aseguraron en repetidas ocasiones 
que la decisión de elevar el caso a plenario 
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documento 

no signilica el fin de la investigación. Se 
podría desarrollar y admitir nuevas pruebas 
en contra de los acusados durante un pe­
ríodo de ocho días después que la defensa 
apele la decisión de ir a plenario. Pruebas 
contra otras personas podrlan desarrollarse 
también, con el fin de lanzar investigaciones 
independientes contra dichas personas. 

Se calcula que el período de conside­
ración de la esperada apelación por parte de 
la defensa durará unos tres o cuatro meses. 
La apelación será considerada por una corte 
de apelación compuesta de dos magistrados, 
la cual tratará los aspectos procesales de la 
investigación llevada a cabo por el Juez Za­
mora. 

Habrá un período de ocho dlas después 
de la apelación durante el cual tanto la fis­
calía como la defensa podrán presentar nue­
vas pruebas. Posteriormente, el juez tomará 
unos dos meses aproximadamente para pre­
parar su caso, y luego se seleccionará el 
jurado. La vista pública tendrá una duración 
de únicamente uno o dos días. Los cargos de 
asesinato y actos de terrorismo serán vistos 
ante el jurado. Sólo el juez decidirá sobre el 
cargo de encubrimiento real. No nos queda 
claro si será el juez o el jurado quien decidirá 
sobre el cargo de conspiración, ya que he­
mos oldo versiones contradictorias al res­
pecto. 

B. El caso contra el Cnel. Benavldes. 
Tanto el juez como la Fiscalía General 

recalcaron su lirme convencimiento de que 
se ha armado un caso sólido contra los acu­
sados, incluyendo al Cnel. Benavides, El 
coronel era comandante del sector militar 
donde lue cometido el asesinato. Según los 
informes, él era la única persona aulorizada 
para permitir la sustracción de armas de la 
bodega de la Escuela Militar -y se pudo 
comprobar que en el asesinato fueron uti­
lizadas armas provenientes de la Escuela 
Militar-. 

Aunque la ley salvadoreña generalmente 
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no admite el testimonio de un acusado en 
contra de otro en el mismo caso, la Fiscalía 
General nos informó que las declaraciones 
extrajudiciales dadas por los militares acu• 
sados de cometer el asesinato podrían ser 
admitidas al registro oficial del juicio y po· 
drlan ser leídas ante el jurado. Algunas de 
estas declaraciones mencionan explícita­
mente al Cnel. Benavides como la persona 
que dio la orden de cometer el asesinato. 

El juez nos dijo también que la prohi­
bición en contra del testimonio de un acu­
sado contra otro no tiene vigencia en cuanto 
al cargo de conspiración, del cual quedan 
acusados el Cnel. Benavides y los tres te­
nientes. Por lo tanto, las declaraciones he­
chas por los tenientes podrían ser utilizadas 
para condenar al Cnel. Benavides en base a 
dicho cargo, aún si técnicamente no son ad• 
misibles en otros aspectos del caso. 

C. Colaboración por parte de la Fuerza 
Armada. 

Siguen vigentes las declaraciones del 
Congresista Moakley dadas en agosto pa­
sado, en las cuales acusa a la FAES de 
obstaculizar el caso. En múltiples ocasiones, 
al ser llamados a declarar ante el juez, los 
oliciales militares no comparecieron, no se 
acordaron de nada, dijeron cosas sin sentido, 
o no dijeron la verdad. Aunque tres militares 
han sido acusados de perjurio y dos de en­
cubrimiento real, la mayorla simplemente 
llegó, dijo prácticamente nada, y se fue. Bajo 
estas circunstancias, creemos que el juez ha 
logrado un trabajo excelente al construir un 
caso en base a los pedacitos de información 
que le han sido proporcionados. 

Una muestra de la actitud del Alto Mando 
de la Fuerza Armada surgió a finales de 
agosto y principios de septiembre, después 
de que el Congresista Moakley criticara la 
actitud de la FAES y Estados Unidos decidió 
disminuir el flujo de la ayuda militar: El 
presidente Cristiani habla convocado una 
reunión entre altos jefes militares, el presi-
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dente de la Corte Suprema de Justicia, y el 
Juez Zamora, en la cual se solicitó al Alto 
Mando su firme compromiso de apoyar y 
colaborar en el caso, el cual se consiguió. 
Luego, el presidente Cristiani hizo el gesto 
dramático de comparecer en persona ante el 
juez para rendir su declaración, renunciando 
así a su fuero constitucional que le permite 
enviar una declaración escrita. Se hizo todo 
lo posible para convencer al nuevo Ministro 
de Defensa, Cnel. Ponce, a que siguiera el 
ejemplo del presidente. A pesar de las pre­
siones, el Cnel. Ponce -al igual que otros 
altos jales militares- se limitó a proporcionar 
una declaración escrita al juez. 

Nos preocupa el hecho que el presidente 
Cristiani no haya tenido la voluntad o la capa· 
cidad de ejercer su autoridad como Coman­
dante en Jefe de la Fuerza Armada para 
obligar al Cnel. Ponce y sus compañeros a 
comparecer ante el juez. Debido a esta falla. 
tanto el juez como los liscales no han tenido 
la oportunidad de interrogar a estos oliciales 
de modo sostenido. 

D. Preguntas aún sin respuesta. 
Después de un año de la investigación, 

sigue existiendo una serie de interrogantes 
sin respuesta sobre los detalles del caso. 
Muchas de estas interrogantes fueron abor­
dadas en el Informe Provisional publicado en 
abril de 1990 o en las declaraciones del Con­
gresista Moakley dadas en agosto pasado. 
Sin dejar atrás estas interrogantes, en este 
momento quisiéramos recalcar en particular 
dos cuestiones fundamentales que no han 
sido resueltas: 

1. ¿Quién está detrás de esto? 
El aspado de la campaña que más 

conlusión ha causado es el por qué algunos 
oficiales y soldados fueron investigados a 
londo y otros no. 

Según la información desarrollada por el 
Juez Zamora, un comando especial de ope­
raciones lue creado dentro de la Escuela 
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Militar pocos días anles del asesinato. El 
comando estaba a cargo del Cnel. Benavides 
y el Tte. Cnel. Camilo Hernández desempe­
ñó el cargo de segundo jefe. Las principales 
responsabilidades denlro del comando que­
daron en manos del Mayor Oswaldo Vides 
Lucha, Mayor Miguel González Castillo, Cap. 
José Fuentes y otro oficial cuyo nombre se 
desconoce. Una de las unidades de aluera 
que habían sido asignadas a este comando 
de modo temporal era el balallón Atlacall, 
bajo el mando de dos tenientes. 

Nos dijeron que a principios de enero de 
1990, los invesligadores concluyeron que la 
unidad del Allacall había estado involucrada 
en el asesinato, pero que no tenlan pruebas 
específicas contra ningún soldado; tampoco 
sabían quién o quiénes habían ordenado el 
crimen. 

El 6 de enero de 1990, el presidente Cris­
tiani ordenó la detención del Cnel. Bena­
vides, el Tte. Yusshy Mendoza, de la Escuela 
Militar, y 45 miembros del batallón Atlacatl, 
incluyendo dos tenientes. Por razones que 
nadie parece comprender, el Tte. Cnel. Ca­
milo Hernández y los capitanes y mayores 
ubicados dentro de la jerarquía militar entre 
el Cnel. Benavides y los tenientes, no lueron 
detenidos. 

El Tte. Cnel. Hernández, segundo jefe del 
comando, es un olicial con targa experiencia 
de combate y está muy cercano al Ministro 
de Defensa Ponce. Se encontraba dentro de 
las instalaciones de la Escuela Militar la 
noche del asesinato . Sin embargo, no lue 
interrogado por la UEI; no fue detenido el 6 
de enero; y ningún cargo fue formulado en su 
contra hasta seis meses después, cuando se 
hizo evidente que habla destruido pruebas 
en el caso. 

Los capitanes y mayores arriba mencio­
nados también se encontraban en la Escuela 
Militar la noche del crimen. A ellos les co­
rrespondla estar al tanto de lo que sucedía 
allf. Sin embargo, ninguno de ellos lue inte­
rrogado por la UEI; ninguno fue detenido; y 
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cuando finalmente fueron interrogados por el 
juez, todos afirmaron que estaban dormidos, 
o que no habían visto, oldo y sabido nada 
sobre las acciones del Atlacatl. 

¿Por qué, en una etapa de la inves­
tigación en la cual -5egún los informes- la 
identidad específica de las personas in­
volucradas en el crimen aún no se conocla, 
lueron detenidos y posteriormente acusados 
el coronel y los tenientes, pero nadie entre 
ellos en la jerarquía? ¿ Y quién ordenó que 
asl fuera? 

Durante este viaje, al igual que en los 
anteriores, hemos planteado esta pregunta al 
Cnel. Ponce, a la Fiscalía General de la Re­
pública, al presidente de la Corte Suprema 
de Justicia, a la UEI, al juez y a la embajada 
de los Estados Unidos. Ninguno de los fun­
cionarios salvadoreños ha podido propor­
cionar una respuesta coherente. la Fiscalía 
General, el juez y la embajada de Estados 
Unidos concuerdan en que ésta podría ser la 
pregunta sin respuesta más importante del 
caso. 

la falta de claridad en este punto de par­
te de los investigadores inevitablemente pro­
duce especulaciones en el sentido de que las 
altas esferas militares -y no las autoridades 
investigadoras- controlaron quiénes serian 
interrogados, quiénes serían detenidos y 
quiénes serían acusados formalmente. Hace 
especular sobre la posibilidad de que pudiera 
haberse hecho un trato en que se obligarla a 
un solo oficial de alta graduación ---i!I Cnel. 
Benavides- a asumir la responsabilidad, 
mientras los olicieles de menor rango serían 
protegidos. Hace especular sobre la posibi­
lidad de que pudiera haberse ofrecido pro­
tección a estos oficiales de menor rango a 
cambio de su silencio durante la posterior 
investigación. Hace especular sobre la posi­
bilidad de que toda la investigación haya sido 
una farsa orquestada para cumplir con las 
demandas mínimas -y únicamente míni­
mas- de los entrometidos del Congreso 
estadounidense y de otras partes. 
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Y nos lleva a la firme conclusión de que 
los oficiales del Alto Mando sablan -mucho 
antes de que los investigadores produjeran 
pruebas balísticas y otras pruebas 
concrelas- que el Cnel. Benavides y la 
unidad del Allacall habfan participado en el 
crimen. Creemos que la razón por la cual la 

Comisión de Honor -seleccionada el 6 de 
enero- no hizo preguntas es porque ya 
conocía las respuestas. El problema que aún 
no hemos podido resolver adecuadamente 
es cómo obtuvieron esta inlormación, y por 
qué el presidente Cristiani, entre otros, no ha 
exigido respuesta a esa pregunta. 

PRESENTACION ----------------------. 
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